
La Universidad de las Améri-
cas (UDLA) solicitó un pronun-
ciamiento a la Superintendencia
de Educación Superior (SES) so-
bre si era necesario contar con la
autorización de los trabajadores
para poder informar sus remu-
neraciones, dado que se trata de
datos privados. Dichos antece-
dentes deben ser entregados por
las instituciones en el proceso
obligatorio de rendición de los
recursos transferidos por estar
adscritas a la gratuidad, trámite
que se hace anualmente desde
2021, y para el cual tienen plazo
hasta el 15 de septiembre.

Sin embargo, esta vez surgen
dudas ante la medida, dada la
aprobación de la ley que protege
l o s d a t o s p e r s o n a l e s ( L e y
21.719), que regirá a partir de
2026. De todos modos, el pro-
nunciamiento de la SES, publi-
cado el 28 de agosto en su sitio
web, afirma que esta informa-
ción deberá ser entregada a la
autoridad sin posibilidad de res-
guardar la identidad de los fun-
cionarios, a pesar de la nueva
normativa.

Prohibido anonimizar

En su escrito, la UDLA, que
está en gratuidad desde el año
pasado, advertía que “existiría
un conflicto” entre normas, por
lo que solicitó ser eximida de pe-
dir autorización a sus colabora-
dores o, en su defecto, poder
anonimizar la información.

Pero la SES rechazó esa posi-
bilidad. Plantea que “las institu-
ciones de educación superior no
requieren la autorización de sus
trabajadores para enviar a esta
Superintendencia la informa-
ción de sus remuneraciones con

identificación de sus RUN al
rendir la gratuidad”.

Según el organismo, esta obli-
gación está amparada en la Ley
19.628, que permite a las entida-
des públicas tratar datos perso-
nales sin consentimiento cuando
se actúa en el marco de sus com-
petencias. Y según el documen-
to, “una rendición efectuada
únicamente en términos anoni-
mizados impediría contrastar
adecuadamente el uso de los
fondos, afectando la capacidad
de fiscalización”.

Sin embargo, Emilio Oñate,
parte de la Comisión Asesora Mi-
nisterial para la implementación
de la Ley de Protección de Datos
Personales y académico de la U.
Central, explica que la nueva le-
gislación “establece que para la
solicitud o para el tratamiento de
un dato personal, como por ejem-
plo el RUT de las personas, de
cualquier trabajador, de cual-
quier colaborador, tiene que con-
tar con el consentimiento expreso
del titular de ese dato. Y además,
tiene que especificarse cuál es el

propósito, cuál es la finalidad por
la cual se está pidiendo ese dato o
esa información”.

Visiones contrapuestas

El rector de la U. Finis Terrae,
Juan Eduardo Vargas, sostiene
que, a pesar de que “la superin-
tendencia tiene esta facultad fis-
calizadora (...), efectivamente
uno podría cuestionar si tiene
sentido pedir esta información
con ese nivel de detalle respecto
de las remuneraciones de los

funcionarios y académicos de
una institución que esté adscrita
a la gratuidad. No tiene mayor
sentido desde el punto de vista
del control de gastos. Bastaría
con que se informara el monto
total de remuneraciones”.

Cristhian Mellado, rector de la
UC de la Santísima Concepción,
cree importante “hacer una bue-
na rendición por la gratuidad,
sin perjuicio de que nos preocu-
pa siempre el tema de no incum-
plir la ley de privacidad de datos
con los trabajadores, que fue lo
que generó ruido cuando se pi-
dió esta información a través de
la glosa (para 2025)”.

Con todo, Carlos Torres, rector
de la U. de Talca, dice que para las
universidades, “toda la normati-
va de transparencia y destino de
los recursos públicos debería
aplicar en forma pareja a todas
las universidades que reciben re-
cursos estatales. La asimetría que
existe es incomprensible”.

La Superintendencia de Educación Superior lo determinó en el marco de la rendición por estar en gratuidad:

Planteles deberán reportar sueldos y RUN de
sus trabajadores pese a ley de datos personales
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El regulador afirma que las instituciones
adscritas al beneficio deben entregar esa
información sin necesidad de
consentimiento. Expertos lo ponen en
entredicho. 

El episodio surge porque, según la Ley de Presupuestos 2025, las universidades con aportes estatales deben
informar los sueldos de sus funcionarios a la Superintendencia de Educación Superior, que dirige José Miguel Salazar.
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‘‘Una rendición
efectuada únicamente en
términos anonimizados
impediría contrastar
adecuadamente el uso
de los fondos”.
................................................................
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La Universidad Católica, a través de su
Centro de Políticas Públicas, realizó ayer
un encuentro con los equipos programá-
ticos de los principales candidatos presi-
denciales, para presentar una serie de
propuestas que buscan aportar a la
“construcción de una hoja de ruta” para el
próximo gobierno.

Allí, se les entregó una carpeta con una
serie de políticas públicas en ocho mate-
rias clave: seguridad, vivienda, trabajo
formal, envejecimiento, pobreza e infan-
cia, educación inicial, cuidados alternati-
vos y discapacidad intelectual. 

Durante la instancia, además, el rector
Juan Carlos de la Llera insistió en la
preocupación que existe por el proyecto
de ley del Gobierno que crea un nuevo
Financiamiento para la Educación Supe-
rior (FES), ad portas de su segundo

trámite constitucional en el Senado. 
El ingeniero aseguró estar preocupado

porque, “las candidaturas presidenciales
no están abordando con la debida pro-
fundidad un tema tan crucial como el
futuro de la educación superior”, y que
“entendemos que la batalla electoral se
libra voto a voto, pero resulta triste ver

que en una materia de gran trascenden-
cia, como la reforma del FES, las candi-
daturas no han querido involucrarse de
manera profunda, siendo de amplio con-
senso que se trata de una política pública
que no solo puede afectar a los estudian-
tes, sino también toca dimensiones como
la autonomía universitaria, a través del
financiamiento, y la condena a los ciclos
políticos y económicos del país”.

En esa línea, enfatizó en que “lo que
está en juego es algo muy profundo, que
impactará por mucho tiempo a la educa-
ción superior en Chile”. 

Equipo UC trabaja en el tema

Posterior al encuentro, el rector De la
Llera adelantó a “El Mercurio” que duran-
te el segundo trámite del proyecto —en el

Senado— buscarán aclarar las simulacio-
nes que ha hecho el Gobierno sobre la
propuesta: “Tratar de entender si es que
realmente los supuestos que se han utili-
zado son correctos. Para que todo esto
funcione, necesitamos datos, y no son tan
sencillos. He hablado con las autoridades;
voy a hacer una solicitud para tener esos
datos, porque tengo un equipo de la
universidad que está evaluando realmente
las consecuencias, y ver qué implica
desde el punto de vista fiscal”. 

Con todo, planteó que en el Senado
“tengo ganas de solicitar audiencia para
ambas comisiones (Educación y Hacien-
da), porque creo que es fundamental dar
a conocer nuestra visión”, pero para ello
asegura que será clave tener la informa-
ción del sistema que entregue el Ejecutivo
y el Consejo Fiscal Autónomo (CFA).

Rector De la Llera endurece mirada sobre el FES: “Condena a las universidades a ciclos políticos”

Debate. El rector buscará exponer en las
comisiones de Educación y de Hacienda.
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‘‘Con la gratuidad se
vació el decil 7 (…). Lo mismo
pasa con el no copago, donde
uno tiene que prever que se
pueden filtrar hacia abajo
personas del decil 10, y eso
genera un detrimento”.

De “lamentables” califica el
abogado Diego Pereira las de-
claraciones del Ministerio de
Vivienda que achacan a la “in-
transigencia” de los dueños del
predio usurpado por la megato-
ma de San Antonio, el fracaso de
la mesa tripartita que ambas
partes conformaron con el mu-
nicipio para buscar una alterna-
tiva al desalojo de las 4.136 fa-
milias ocupantes, ordenado el
año 2024 por la Corte Suprema. 

El Minvu atribuyó la falta de
resultados a “posturas adversa-
riales” de los propietarios en
“exigir un valor (0.4 UF/m2) no
financiable ni sostenible” para
las familias ocupantes.

“El precio estaba conversa-
do y en esta instancia era el
menor de los problemas”, re-
truca el abogado, apuntando a
la opuesta versión sobre ese
punto crítico del Minvu. Este
niega que en ello se llegara a
consenso, pero la inmobiliaria
insiste en que, “al final, acce-
dimos al valor propuesto por
el Minvu, muy por debajo del
valor comercial”.

Diego Pereira detalla su ver-
sión. “Fue en la sesión 16ª, del
22 de agosto. Los representan-
tes del Minvu dijeron en la co-
misión: ‘estamos revalorizando

nuestra tasación en un margen
de 0.3 a 0.4 UF/m2’. Suspendi-
mos la sesión para consultar a
nuestros mandantes, y estos ac-
cedieron haciendo un sideral es-
fuerzo porque eran $25 mil mi-
llones menos (en relación con
sus pretensiones). Volvimos
con la respuesta y los del Min-
vu… ¡nos felicitaron!”, relata. 

Según Pereira, no era la pri-
mera rebaja en las pretensiones
de la vendedora, que las basó en
las tasaciones hechas por Sapag
Consultores y GIC, que arroja-
ron valores de 1,29 y 0,8 UF/m2.
Detalló que hubo cuatro reduc-
ciones de precio propias, hasta

llegar a 0.54 UF/m2 y luego ha-
cerlo por última vez accedien-
do, según él, a lo que el Minvu
planteó. 

El abogado dice que la sor-
presa en la última sesión fue
que el Minvu desconoció ese
acuerdo y se aferró a los resul-
tados de su propia tasación,
hecha por la empresa Transsa,
que arrojó un valor de 0.22
UF/m2. Ello, pese a que Trans-
sa fue objetada por su parte de-
bido a su participación en el
caso de la clínica Sierra Bella y
a que su resultado inicial arro-
jara un valor de 0.14 UF/m2,
que obligó a reformularlo de-

bido a errores metodológicos,
según relata.

Pedirán el “cúmplase”

A juicio de Pereira, el Minvu
enfatiza en el precio para disi-
mular que no ofreció propues-
tas para abordar los otros dos
puntos comprometidos en el
protocolo, por el cual el Poder
Judicial accedió en febrero a
aplazar 6 meses el desalojo: el
método de financiamiento (có-
mo y quién pagaría) y las garan-
tías en caso de que las familias
ocupantes no cumplieran con
sus pagos. Según él, se dijo que
concurrirían organismos del Es-
tado a ello, “sin precisar cuáles y
en qué porcentajes”, pero en la
reunión final se admitió que a
aquellos les está vedado caucio-
nar compraventas privadas. 

Y aunque sus representados
siguen abiertos a conversar, Pe-
reira anuncia que en los próxi-

mos días ingresarán un escrito a
la Corte, pidiendo el cúmplase
de la sentencia. “El fracaso es ab-
soluto del Minvu. Su ánimo fue
inoperante en orden a trabajar en
una efectiva solución”. 

En tanto,el ministro de Vivien-
da, Carlos Montes, indicó que se-
guirán “buscando alternativas.
Aquí la ley establece que tiene
que cumplirse, pero también hay
que buscar alternativas”. 

Abogado de dueños del predio usurpado, ante el fin de mesa tripartita para evitar el desalojo

Toma de San Antonio: “El precio era el menor
problema. El fracaso es absoluto del Minvu” 

Diego Pereira replica a acusaciones de
“intransigencia”, revelando inéditos
episodios de tratativas que buscaron
concretar venta a 3.714 de las familias
ocupantes organizadas en cooperativas.

MAURICIO SILVA

En el 
campamento
viven 10.251
personas, de

4.136 familias.

JU
A

N
 G

O
N

Z
Á

LE
Z

/
A

T
O

N

VIERNES 5 DE SEPTIEMBRE DE 2025 C 5NACIONAL

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

05/09/2025
  $7.167.312
 $20.570.976
 $20.570.976

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
      34,84%

Sección:
Frecuencia:

NACIONAL
SEMANAL

Pág: 5


